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1.  crédito tributario y ordenamiento territorial: cobro 
comPulsivo, medidas cautelares y su ParticiPación en el 
concurso

En la innegable necesidad del mundo actual de organizarnos comunitaria-
mente, los tributos se nos presentan como una de las fuentes más destacables que 
contribuyen a la propia existencia del Estado y a la satisfacción de los intereses 
comunes. Es en este sentido, que se justifica la existencia de las diferentes ma-
nifestaciones tributarias y la creación de mecanismos que garanticen su eficacia, 
eficiencia y cobro compulsivo.

Pero la organización del Estado en virtud del elemento «territorio» no es sen-
cilla sino que responde a una variedad de criterios dentro de los que se encuen-
tran lazos históricos y límites orográficos. De esta manera las naciones poseen 
repartido su territorio en lo que solemos denominar provincias, comunidades 
autónomas, municipios, dependiendo del país del que se trate.

Dado que esta división posee raíces de naturaleza histórica, se tiene acorda-
do su reconocimiento como territorio autónomo pero siempre guardando con-
gruencia con el sistema legal central del país.

Así, la Constitución de la Nación Argentina, en el capítulo reservado a la 
gestión de las provincias, señala que «Las provincias conservan todo el poder no 
delegado por esta Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se 
hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.», tal como 
reza el artículo 121 1. Pero además, el texto constitucional añade en los artículos 
siguientes que las provincias se otorgarán para sí sus propias instituciones. La re-
forma más reciente de 1994 marcó un hito trascendental en el reconocimiento 
de los municipios cuando incorporó el mandato para que las provincias dicten 

1. Artículo 121 de la Constitución de la Nación Argentina. [República Argentina]. Última 
reforma: diciembre 15 de 1994. Texto original del año 1853.
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sus propias constituciones respetando la autonomía municipal y reglando su al-
cance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico 
y financiero.

De esta manera la República Argentina reconoce en las provincias el poder 
constituyente originario y que se plasmó en 1853 a través del deseo de cada una 
de ellas de formar parte de una misma nación. Tanto esto último como el hecho 
de que las provincias conservan todo el poder que no hayan expresamente dele-
gado al gobierno central, muestra una marcada forma federal de gobierno en su 
origen.

Por otra parte la Constitución Española también reconoce la autonomía de su 
división territorial. El artículo 137 señala que las comunidades autónomas, pro-
vincias y municipios conforman la división del territorio español y que gozan de 
autonomía en ocasión de la gestión de sus intereses. Podría criticarse la amplitud 
que posee el término «gestión de sus intereses» dado que no precisa de cuáles 
poderes podrá disponer, o sus competencias ni tampoco los controles que pue-
de asumir 2; no obstante consideramos que es propio de un texto constitucional 
reglar los derechos de manera amplia para que luego sea una ley especial la que 
determine la delimitación de los mismos.

Junto con esta necesaria división del territorio, se presenta correlativamente 
la necesidad de contar con los medios adecuados para sostenerla. De hecho, la 
Constitución Española establece que el principio de solidaridad será garantizado 
por el Estado y velando, asimismo, por el establecimiento de un equilibrio eco-
nómico, adecuado y justo en todo el territorio español 3.

Es así que los países han acordado centralizar ciertas facultades de recaudación 
y distribuir determinadas potestades tributarias.

Los textos constitucionales se ocupan de otorgar lineamientos jurídicos para 
que este reparto se practique de manera justa.

La Constitución Española (CE) prescribe, a estos efectos, los principios esen-
ciales relativos a la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas en el 
artículo 156 ap. 1. Asimismo reconoce que esta autonomía financiera se encuen-
tra enmarcada bajo los principios de solidaridad y coordinación, lo que supone 
que cada acto jurídico que se realice bajo dicha autonomía, debe mirarse e inter-
pretarse bajo el prisma de estos dos preceptos.

2. ROMERO FLOR, Luis María, Principios y reglas de establecimiento y ordenación de los tribu-
tos locales, El ordenamiento tributario y presupuestario local, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 
2016, pág. 13.

3. Artículo 138 inc. 1 de la Constitución Española de 31/12/1978.
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En efecto, es el propio Tribunal Constitucional quien señala que «autonomía 
financiera supone la propia determinación y ordenación de los ingresos y gastos 
necesarios para el ejercicio de sus funciones 4»; el órgano completa este concepto 
al decir que «sin que quepa olvidar que dicha autonomía financiera de las Comu-
nidades Autónomas la concibe nuestra Constitución «con arreglo a los principios 
de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españo-
les» (art. 156.1 C.E.)» 5.

La Constitución de la Nación Argentina también señala su clara intención de 
respetar a las provincias como estados originarios que se han incorporado sucesi-
vamente al Estado federal quien, además, deberá garantizar el efectivo disfrute de 
sus derechos e instituciones 6.

Pero además de indicar de manera general su autonomía y las garantías que 
se pretende asegurar, el texto constitucional establece las bases para la creación de 
una ley especial que determine objetivamente el reparto de ingresos provenientes 
de los tributos que recauda la administración tributaria central. Así, dentro de las 
competencias que se le atribuyen al Congreso Nacional, se establece la creación 
de una ley convenio que garantice la remisión automática de los fondos a las pro-
vincias (artículo 75 inciso 2).

Así como ocurre con España, la Constitución de la Nación Argentina tam-
bién posee un mandato moral y solidario en lo que respecta a la distribución de 
los fondos coparticipables. Por ello la misma norma constitucional expresa que 
«La distribución entre la Nación, las provincias y la Ciudad de Buenos Aires y 
entre éstas, se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funcio-
nes de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será equi-
tativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, 
calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.». De 
esta manera, se advierte cómo la ley fundamental impone la manda de promover 
un ideal mínimo de bienestar general en todo el territorio del país a través de la 
distribución de los fondos que provienen de los tributos.

Este reparto —que hasta aquí luce justo y equitativo— suele presentarse 
complejo, intrincado y sujeto a eventuales dobles imposiciones sobre los contri-
buyentes. Es que, tal como hemos dicho, los textos constitucionales sólo se limitan 

4. STC de 12 de noviembre de 1987, rec. 179/1987.
5. STC de 16 de noviembre de 2016, rec. 193/2016.
6. «Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republi-

cano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que 
asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas 
condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.» 
Artículo 5, Constitución de la Nación Argentina.
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a indicar pautas generales que deben ser completadas a través de leyes especiales 
que otorguen una faceta de naturaleza práctica.

Sabemos que las leyes que reglamentan el ejercicio de los derechos constitu-
cionales no pueden alterarlos de manera tal que los derechos queden desvirtuados 
o menoscabados. Por ello, el texto constitucional argentino se encarga de pres-
cribir, en su artículo 28, que «los principios, garantías y derechos reconocidos en 
los anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su 
ejercicio.».

Esta autonomía financiera que venimos señalando en ambos países, también 
queda cristalizada en la atribución de potestades coercitivas que garanticen la 
efectiva percepción del crédito tributario. Es decir, el hecho de que se haya asig-
nado la recaudación a determinadas jurisdicciones, supone también que se le 
otorguen facultades persecutorias.

La propia Ley General Tributaria 7 (LGT) explica que la recaudación tribu-
taria es un ejercicio propio de las administraciones tributarias tanto durante el 
período voluntario como en el proceso ejecutivo (artículos 160 y 162).

Pero correlativamente, el Reglamento General de Recaudación 8 adiciona 
información sustancial que nos compete en el presente trabajo. Es así como dicha 
ley otorga facultades coercitivas a aquellos órganos que tienen a su cargo la ges-
tión de la recaudación. Desde ya que, a partir de tales afirmaciones, corresponde 
definir quiénes tienen potestades recaudatorias. Es así como de la lectura de los 
artículos 3, 4, 5 y 7 se entiende que ello corresponde tanto a órganos administrati-
vos centrales como de las comunidades autónomas y, estos últimos, competencias 
recaudatorias sobre las deudas cuya gestión tengan atribuida.

En la República Argentina ocurre un panorama similar en tanto se atribuyen 
competencias recaudatorias de impuestos directos e indirectos, mientras que los 
órganos tributarios las poseen sobre los impuestos provinciales que hayan creado 
en virtud de su propia autonomía financiera. De igual manera ocurre con otros 
impuestos y tasas cuya recaudación está a cargo de los municipios 9.

Respecto de los medios de cobro compulsivo y medidas cautelares, el espec-
tro de alternativas es variado.

7. Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. [España].
8. Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Recaudación.
9. Agosto, Walter, El ABC del sistema tributario argentino, Centro de Implementación de Políti-

cas Públicas para la Equidad y el Crecimiento, [en línea], disponible en: https://www.cippec.org/
wp-content/uploads/2017/08/188-DPP-ADE-El-ABC-del-sistema-tributario-argentino-Ju-
lio-2017.pdf, fecha de consulta: 25/10/2021.





La presente monografía se centra en un tema de especial trascenden-
cia y de gran actualidad en estos tiempos de crisis económica. El enfo-
que contrapone las dificultades de solvencia y liquidez de la actividad 

empresarial y la consolidación de las finanzas públicas con la ineludible 
necesidad de hacer efectivos los créditos tributarios. El planteamiento meto-
dológico aporta una visión novedosa respecto a obras precedentes, al incor-
porar la perspectiva de la negociación y de los mecanismos de resolución 
mediante acuerdo en el procedimiento concursal. El análisis de la materia 
corre a cargo de expertos juristas y pretende tener como destinatarios tanto 
a la Administración pública como a profesionales de la administración con-
cursal, así como asesores fiscales y concursales.
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